
 

 

Juicio de Amparo 1251/2024 

En treinta de agosto de dos mil veinticuatro, el Secretario CERTIFICA: 

Que el presente expediente se encuentra debidamente digitalizado en el 

sistema electrónico. Conste.  

Rodolfo Andrés Martínez Hidalgo 

Secretario de Juzgado 

En la propia fecha se da cuenta a la Jueza con la certificación que 
antecede, con la demanda de amparo presentada vía electrónica a través 
del Portal de Servicios del Poder Judicial de la Federación. Conste. 

Rodolfo Andrés Martínez Hidalgo 

Secretario de Juzgado 

Cuernavaca, Morelos, treinta de agosto de dos mil 

veinticuatro. 

I. Trámite incidente. 

Como está ordenado con esta fecha en el cuaderno principal, 

tramítese el incidente de suspensión relativo al juicio de amparo  

1251/2024, promovido por los quejosos  *****  *******  ********  

*******  *****  ********  *******  ********  *****  *  *******  *******  

******* ******* contra actos del Presidente de los Estados Unidos de 

México y otras autoridades. 

En ese sentido, se acuerda: 

En aras de aprovechar la implementación de las tecnologías, con 

el fin de promover la conservación del medio ambiente y en términos del 

artículo 2641 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de La Judicatura 

Federal2, que regula, entre otras cuestiones la integración y trámite de los 

expedientes electrónicos, no se forma duplicado del incidente de 

suspensión. 

II. Determinación sobre la naturaleza de la suspensión de  

 
1 Artículo 264. En el juicio de amparo indirecto, por regla general, no será necesaria la formación del 

duplicado físico del incidente de suspensión. 
2  Acuerdo General del Pleno del Consejo de La Judicatura Federal que abroga los acuerdos de 

contingencia por Covid-19 y reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones relativas a la utilización 

de medios electrónicos y soluciones digitales como ejes rectores del nuevo esquema de trabajo en las 

áreas administrativas y órganos jurisdiccionales del propio Consejo. 



 

 

oficio.   

En el caso, esta Juzgadora considera que la suspensión 

peticionada se ubica en el artículo 127, fracción II, de la Ley de Amparo, 

en atención a que de concretarse los efectos del acto reclamado haría 

materialmente imposible reparar a los quejosos del daño ocasionado.  

Por tanto, el asunto se ubica en los supuestos establecidos en la 

circular 16/2024, de diecinueve de agosto de dos mil veinticuatro; así 

como con la diversa 17/2024 de veintitrés del citado mes y año, ambas 

del Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

en las que se estableció que con el fin de garantizar el acceso a la justicia, 

el Pleno del Consejo reiteró que se debía seguir cumpliendo con las 

actividades esenciales de impartición de justicia, por lo que a los órganos 

jurisdiccionales correspondía dar atención a los casos descritos en la 

mencionada circular 16/2024. 

Lo anterior, se sustenta en las razones emitidas en la ejecutoria 

de la queja 425/2024, del índice de Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Vigésimo Circuito, con sede en Tuxtla, Gutiérrez, en 

cuanto señala: 

“En el caso en particular, aunque los actos reclamados están relacionados 
con el proceso legislativo para reformar diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos respecto del Poder 
Judicial, y no se ubican en alguna de las hipótesis a que se refiere al artículo 
48 de la Ley de Amparo, pues no estamos ante actos que importe peligro de 
privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, 
incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 
extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por 
el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea 
Nacionales. 

Lo cierto es que, de substanciarse dicho proceso legislativo, resultaría 
imposible restituir al quejoso en el goce de los derechos humanos 
vulnerados, pues dicha reforma constitucional no podría retrotraerse a través 
del juicio de amparo. 

Por lo que, dada la irreparabilidad que podría resentir el promovente como 
consecuencia de los actos reclamados, se considera que este tipo de casos 
debe ubicarse en la hipótesis que establece el artículo 127, fracción Il, de la 
Ley de Amparo (suspensión incidental de oficio), esto es, que el incidente de 
suspensión debe apresurarse de oficio y se sujetará en lo conducente al 
trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, puesto que se trata 
de actos que, si llegaren a consumarse, haría imposible restituir al quejoso 
en el goce de los derechos reclamados; de ahí que, el Juez Federal, debió 
tramitar el incidente de suspensión de forma oficiosa.” 

Como se observa, el tribunal de alzada precisó que el artículo 126 

de la Ley de Amparo establece que el órgano jurisdiccional que conozca 

del juicio, debe otorgar la suspensión de oficio y de plano cuando los 



 

 

actos reclamados impliquen: peligro de privación de la vida, ataques a la 

libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación, 

expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de 

personas y cualquier acto prohibido por el artículo 22 Constitucional, así 

como la incorporación forzosa a las fuerzas armadas, fuerza aérea o 

aquellos que puedan tener por efecto privar total o parcialmente de la 

propiedad posesión o disfrute de los derechos agrarios a los núcleos de 

población ejidal o comunal. 

Además, destacó que aun cuando el acto que aquí se reclama 

relativo a la inconstitucionalidad de la norma reglamentaria que permite a 

la Comisión responsable emitir el dictamen que da inicio al proceso de 

reforma combatido, no se encuentra englobado en los antes citados, el 

mismo implica una violación relevante de los derechos humanos que 

amerita el otorgamiento de la suspensión de oficio; esto, con motivo de 

los alcances de la afectación a los derechos humanos que ocasiona el 

acto reclamado. 

III. Informes previos. 

Con apoyo en lo dispuesto por los artículos 125, 128, 132, 136, 

140, 142, 147, 150 y 162 de la Ley de Amparo, pídase a las autoridades 

responsables su informe previo que deberán rendir dentro del término de 

cuarenta y ocho horas, enviándoles al efecto copia simple de la 

demanda. 

En el entendido de que deberán concretarse a expresar si son o 

no ciertos los actos que se les reclaman, a fin de determinar su existencia, 

se podrán agregar las razones que se estimen pertinentes sobre la 

procedencia o improcedencia de la suspensión. 

IV. Apercibimiento a las autoridades.  

Se informa a las autoridades responsables, que el artículo 260, 

fracción I, de la referida Ley de Amparo, otorga a quien esto resuelve la 

potestad discrecional de imponerles una medida de apremio consistente 

en multa por el equivalente a cien veces el valor de la unidad de medida 

y actualización vigente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 

260, fracción II, de la Ley de Amparo, misma que se haría efectiva al emitir 

la resolución correspondiente. 



 

 

Asimismo, de expresar las responsables un hecho falso o de 

negar la verdad, al rendir el informe de que se trata, incurrirán en el delito 

contemplado en el arábigo 262, fracción I, de la legislación reglamentaria 

de referencia, sancionado con una pena de tres a nueve años de prisión, 

y multa de cincuenta a quinientas veces el valor de la unidad de medida 

y actualización vigente al momento en que se emite el presente proveído 

ídem; así como destitución e inhabilitación de tres a nueve años para 

desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos. 

Para el caso que la citada dirección no corresponda a las 

autoridades responsables, se deberá informar tal evento a este órgano 

federal, con la irrestricta obligación de su parte de señalar el correo 

electrónico actual y correcto. 

V. Envío electrónico de constancias. 

Se hace del conocimiento de las partes de este juicio, incluyendo 

a las autoridades responsables, que el Acuerdo General Conjunto 

número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la  

Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la firma electrónica certificada 

del Poder Judicial de la Federación (FIREL) y al expediente electrónico, 

señala en el capítulo cuarto, relativo al expediente electrónico artículo 12 

inciso f) lo siguiente: 

Los documentos electrónicos ingresados por las partes a los 

sistemas electrónicos mediante uso de certificados digitales de firma 

electrónica, producirán los mismos efectos que los presentados con firma 

autógrafa. 

Los documentos públicos que se ingresen a un expediente 

electrónico mediante el uso de la FIREL, no perderán el valor probatorio 

que les corresponde conforme con la ley, siempre y cuando se presenten 

manifestando bajo protesta de decir verdad, por la vía electrónica, que el 

documento electrónico respectivo es copia íntegra e inalterable del 

documento impreso. 

Por tanto, se les requiere para que al momento de hacer uso  

del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, y 

enviar a través de éste, constancias adjuntas a los informes que rindan o 



 

 

escritos que presenten, deberán manifestar bajo protesta de decir verdad 

que éstos, son copia íntegra e inalterada del documento impreso. 

Apercibidas que de no cumplir con lo anterior, se harán 

acreedoras a una medida de apremio consistente en multa por el 

equivalente a cincuenta veces el valor de la unidad de medida y 

actualización vigente conforme con los numerales 237 y 259, ambos de 

la Ley de Amparo. 

VI. Audiencia incidental. 

Se señalan las trece horas con quince minutos del cuatro de 

septiembre de dos mil veinticuatro, para que tenga verificativo la 

audiencia de este incidente. 

VII. Pruebas. 

Conforme a lo establecido en el numeral 143 se tienen por 

admitidas las pruebas documentales que anexaron a su escrito de 

cuenta, la cual se desahoga en razón de su propia naturaleza, sin 

perjuicio de su relación al momento de celebrar la audiencia incidental. 

VII. Determinación sobre la suspensión.  

Cabe precisar que dada la transversalidad de los derechos 

humanos, la vulneración de uno de ellos puede impactar en otros, 

como acontece en el caso, pues viola la esfera jurídica de la parte 

quejosa, con relación a lo que reclama en el presente asunto, por lo 

que al ser una disposición de orden público y de interés social este 

afectaría cuando la suspensión se prive a la colectividad de un 

beneficio que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra 

manera no resentiría.  

Tal como lo ha dispuesto la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, número de registro 818680 de rubro siguiente:   

“INTERÉS SOCIAL Y DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. SU 
APRECIACIÓN.” 

Así, el artículo 129 de la Ley de Amparo regula algunos supuestos 

en los cuales se considera que un acto perjudica a la sociedad o viola el 

orden público, a saber: cuando con la concesión de la medida cautelar se 

continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, 

establecimientos de juegos con apuestas o sorteos, la producción y el 



 

 

comercio de narcóticos; se permita la consumación o continuación de 

delitos o de sus efectos; se permita el alza de precios con relación a 

artículos de primera necesidad, o bien, de consumo necesario; se impida 

la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el 

peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña 

contra el alcoholismo y la drogadicción; se permita el incumplimiento de 

órdenes militares; se afecten intereses de menores o incapaces o se les 

pueda causar trastorno emocional o psíquico; se impida el pago de 

alimentos; se permita el ingreso en el país de mercancías cuya 

introducción esté prohibida en términos de ley; se incumplan las Normas 

Oficiales Mexicanas; se afecte la producción nacional; se impidan o 

interrumpan los procedimientos relativos a la intervención, revocación, 

liquidación o quiebra de entidades financieras; se impida la continuación 

del procedimiento de extinción de dominio. 

Como puede advertirse, se trata de actos que afectan 

gravemente a la sociedad, al causar perjuicio a la salud, economía, 

ambiente o permiten la realización de actividades ilícitas y constitutivas 

de delitos. 

Además, las normas en cita establecen la obligación para el 

juzgador, previo a determinar lo conducente respecto a la suspensión 

solicitada, de ponderar la apariencia del buen derecho frente al orden 

público y el interés social. 

Conforme a esas premisas se determinará sobre la 

procedencia de la medida.  

- Que la haya solicitado la parte quejosa. 

En cuanto al primer requisito consistente en que lo solicite la parte 

quejosa, este se cumple, pues los servidores públicos piden en forma 

expresa la emisión de la medida cautelar. 

- Que no vulnere el interés social ni disposiciones de orden público. 

Cabe destacar que los conceptos orden público e interés social 

a que se refieren los preceptos descritos, han sido interpretados por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien consideró que son 



 

 

nociones íntimamente vinculadas, en la medida que el primero tiende al 

arreglo o composición de la comunidad con la finalidad de satisfacer 

necesidades colectivas, de procurar un bienestar o impedir un mal a la 

población, mientras que el segundo se traduce en la necesidad de 

beneficiar a la sociedad, o bien, evitarle alguna desventaja o trastorno. 

El concepto de disposiciones de orden público comprende las 

normas previstas en los ordenamientos legales que tienen como fin 

inmediato y directo tutelar los derechos de la colectividad para evitarle 

algún trastorno o desventaja o para procurarle la satisfacción de 

necesidades o algún provecho o beneficio, y por interés social debe 

considerarse el hecho, acto o situación que reporte a la sociedad una 

ventaja o provecho, o la satisfacción de una necesidad colectiva, o bien, 

le evite un trastorno público. 

También se ha precisado que el orden público y el interés social 

se afectan cuando con la suspensión se priva a la colectividad de un 

beneficio que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra 

manera no resentiría. 

Los criterios a los cuales se hace referencia corresponden a los 

emitidos por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de rubro siguientes:   

“INTERÉS SOCIAL Y DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. SU 
APRECIACIÓN.”3  

“SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO, CONCEPTO DE ORDEN 
PÚBLICO PARA LOS EFECTOS DE LA.”4 
En el caso, se considera que de otorgar la medida, no se afecta 

el interés social ni disposiciones de orden público, en atención a que si 

bien la sociedad está interesada en que los procedimientos de 

modificación a la Constitución no se detengan, lo cierto es que también 

tiene especial interés a que los procesos que se realicen para reformar la 

ley de mayor jerarquía para un país, se apeguen a los estándares de 

derechos humanos y mantengan las bases fundamentales que sostengan 

 
3  Tesis correspondiente a la Séptima Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, 

volumen 47 Tercera Parte, página cincuenta y ocho, registro 818,680. 

4  Jurisprudencia 8, Séptima Época, Segunda Sala, Informe mil novecientos setenta y tres, Parte II, 

página cuarenta y cuatro, registro 805,484. 



 

 

los principios de una norma de esta naturaleza, de ahí que la 

independencia judicial como valor íntegro de un estado de derecho, no 

puede erosionarse de la Carta Magna. 

En suma la independencia judicial y un sistema de justicia libre de 

coacciones es una garantía para la sociedad. 

Así, atento a los Principios Básicos de las Naciones Unidas 

Relativos a la Independencia de la Judicatura, ésta será garantizada por 

el Estado y proclamada por la Constitución o la legislación del país. Todas 

las instituciones gubernamentales y de otra índole respetarán y acatarán 

la independencia de la judicatura. 

Asimismo, es necesario que se garantice la independencia de 

cualquier juez en un Estado de Derecho y, en especial, la del juez 

constitucional en razón de la naturaleza de los asuntos sometidos a su 

conocimiento, tal como lo estableció la Corte Europea, la independencia 

de cualquier Juez supone que se cuente con un adecuado proceso de 

nombramiento, con una duración establecida en el cargo y con una 

garantía contra presiones externas, para así asegurar a la sociedad que 

el acceso a la justicia será libre de presiones. 

- Interés suspensional 

Los peticionarios acreditan el interés para solicitar la medida, con 

la manifestación bajo protesta de decir verdad, de donde se advierte 

que son Jueces de Distrito adscritos al Poder Judicial de la Federación, 

lo cual se corrobora con las documentales anexas a la demanda 

consistente en su respectivas credenciales que los acredita como jueces 

federales y con los recibos de pago correspondientes a la quincena de 

julio y de agosto del presente año.  

Pruebas que genera convicción en esta Juzgadora del interés 

suspensional que les asiste para acudir a juicio, tomando en 

consideración que los quejosos son Jueces de Distrito,  los cuales serían 

afectados de aprobarse la reforma constitucional materia del proyecto 

que se mantiene en resguardo en la Mesa Directiva de la legislatura 

actual, serían separados de sus cargos sin procedimiento previo ni 



 

 

derecho de audiencia, con las consecuencias jurídicas, laborales, 

psicológicas y económicas a que hacen referencia en forma puntual 

en la demanda. 

Por tanto, dada la prontitud que se requiere para la emisión de 

una suspensión de oficio, es necesario únicamente acreditar de manera 

indiciaria que son titulares del derecho que se invoca.  

De ahí que, este órgano federal concluye que la parte quejosa 

acredita el interés suspensional que le asiste para solicitar la 

medida cautelar. 

- Procedencia de la suspensión y sus efectos.  

Los quejosos solicitan la medida cautelar para efecto de que el 

acto que se reclama: Dictamen de reforma Constitucional en materia 

judicial aprobado por la Comisión de Puntos Constitucionales no 

sea sujeto de discusión ni votación por la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, ni mucho menos, de ser el caso, se turne al 

ejecutivo para ser sancionado (momento en que podrá hacer uso del 

derecho de veto) y promulgado. 

Es legalmente factible conceder la suspensión de oficio 

solicitada por los quejosos y previo a establecer los efectos, es preciso 

establecer los motivos de procedencia.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria que 

dio origen al criterio 2ª/J.2/2022, analizó la línea jurisprudencial que se ha 

sostenido respecto a la impugnación del proceso de reformas o 

modificaciones a la Constitución y en esencia, señaló que: 

Respecto a la procedencia del amparo indirecto contra reformas 

constitucionales, ya sean aspectos del procedimiento legislativo o del 

propio contenido normativo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, se han sostenido distintas consideraciones y reflexiones.  

En principio, al resolver el amparo en revisión 1334/98, se determinó la 

procedencia del juicio de amparo en contra del procedimiento de 

reformas a la Constitución5; sin embargo, dicho criterio no se sostuvo por 

el Tribunal Pleno al resolver la Controversia Constitucional 82/2001, que dio 

origen a la jurisprudencia: P./J. 39/2002, de rubro: “PROCEDIMIENTO DE 

REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES 

SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL”. 

En dicho criterio, para sostener la inimpugnabilidad del procedimiento de 

reformas al texto fundamental a través de una controversia constitucional, 



 

 

partió de la idea de que la norma producto de dicho procedimiento fue 

emitida por un poder reformador cuyos actos no se encuentran sujetos a 

ninguno de los mecanismos de control jurisdiccional previstos en el artículo 

105 Constitucional. 

Con posterioridad, la Suprema Corte actuando en Pleno y bajo una 

integración distinta a la conformada al votar el citado precedente, resolvió el 

amparo en revisión 186/20086, interpuesto contra el auto por el que se 

desechó una demanda de amparo en la que se reclamó el Decreto por el 

que se reformaron, adicionaron y derogaron los artículos 6°, 41, 85, 99, 108, 

116, 122, 134 y 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al considerar actualizada la causa de improcedencia prevista en 

el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo (actualmente abrogada), 

en relación con los numerales 103, fracción I, de la Constitución Federal y 

1°, fracción I, y 11 de la referida ley de la materia. 

En dicha sesión, la mayoría del Tribunal Pleno arribó a la conclusión de que 

no era manifiesta ni indudable la improcedencia del juicio de amparo 

promovido en contra del procedimiento de reformas a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Sobre la base de que cuando el Congreso de la Unión y las Legislaturas 

Locales actúan en su carácter de Poder Reformador de la Constitución, 

deben respetar las normas del procedimiento de reforma contenidas en el 

artículo 135 Constitucional, lo cual implicaba que era jurídicamente posible 

que dicho poder emitiera alguna reforma con desapego a tal procedimiento 

y cuando ello sucedía, era factible que alguna persona promovía juicio de 

amparo contra dicho acto, sin que fuera válido para desechar de plano la 

demanda relativa contra un procedimiento de reformas a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos7.  

En dicho precedente, la Corte explicó que no se podía identificar el Poder 

Reformador con el Poder Constituyente, porque entonces quedaba en 

entredicho el principio jurídico de supremacía constitucional,  

 
5 Tesis P. LXII/99, de rubro: “REFORMA CONSTITUCIONAL, AMPARO CONTRA SU 

PROCESO DE CREACIÓN. EL INTERÉS JURÍDICO DERIVA DE LA AFECTACIÓN QUE 

PRODUCE, EN LA ESFERA DE DERECHOS DEL QUEJOSO, EL CONTENIDO DE LOS 

PRECEPTOS MODIFICADOS.” 

6 En sesión de veintinueve de septiembre de dos mil ocho, por mayoría de seis votos 

de los señores Ministros: Aguirre Anguiano, Cossío Díaz (ponente), Góngora Pimentel, Sánchez 

Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia; los Ministros Luna 

Ramos, Franco González Salas, Gudiño Pelayo y Valls Hernández votaron en contra y se 

reservaron su derecho para formular votos particulares. 
7 Tesis: P. LXXVI/2009, de rubro: “PROCEDIMIENTO DE REFORMAS A LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. NO ES  
MANIFIESTA NI INDUDABLE LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO  
PROMOVIDO EN SU CONTRA.” 
  

resultando inaceptable la pretensión de convertir al poder constituyente en 

el poder de reforma -ordenado y regulado en la Constitución-, pues 

claramente se trataba de conceptos que no eran idénticos, en tanto el poder 

de revisión nunca podría tener otro fundamento que no fuera la propia 

Constitución; en cambio, el Poder Constituyente, como poder soberano, 

era previo e independiente del ordenamiento. 

En suma, la Corte indicó que las posibilidades de actuación del Poder 

Reformador de la Constitución eran solamente las que el ordenamiento 

constitucional le confería (limitadas), y sobre esa base, el poder de reforma 

tenía la competencia para modificar la Constitución, pero no para 

destruirla, con lo cual cobraba sentido el principio jurídico de supremacía 

constitucional y se estaba en condiciones de concluir que, si el Poder 



 

 

Reformador era un poder limitado y sujeto necesariamente a las normas de 

competencia establecidas en el texto constitucional, entonces era jurídica 

y constitucionalmente posible admitir que un Estado Constitucional 

debía prever medios de control sobre aquéllos actos reformatorios que 

se apartaran de las reglas constitucionales.  

Es decir, cabía la posibilidad de ejercer medios de control 
constitucional en contra de la posible violación a las normas del 
procedimiento reformatorio.  

Posteriormente la Segunda Sala bajo la vigencia de la Ley de Amparo 

abrogada, al resolver el amparo directo 30/2012, 5  bajo el contexto 

constitucional imperante en esa época, analizó si era jurídicamente factible 

en un juicio de amparo directo examinar la regularidad jurídica o control de 

convencionalidad de un precepto constitucional frente a tratados 

internacionales.  

Al respecto sostuvo que del texto expreso de la Constitución en los artículos 

1° y 133, establecían que las personas gozarán de los derechos 

reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales de 

los que el Estado mexicano sea parte, y que dichos tratados “siempre que 

estén de acuerdo con la Constitución”, serán parte de la Ley Suprema de la 

Unión, se inferían una condición fundamental de validez de los tratados, que 

era la de su necesaria conformidad con la Constitución General de la 

República, con independencia de la materia de la cual dichos tratados se 

ocuparan. 

Por tanto, consideró la imposibilidad jurídica de que en un juicio de amparo 

directo o en cualquier otro juicio, la Constitución General pudiera sujetarse 

a un control frente a algún precepto contenido en algún tratado internacional 

del que México fuera parte, fundamentalmente, porque, con la reforma 

constitucional de diez de junio de dos mil once, éstos no perdieron su 

condición de normas jerárquicamente inferiores a la Constitución, lo cual 

obstaculizaba cualquier posibilidad de que dichas normas internacionales 

pretendieran convertirse en parámetro de validez para la norma suprema 

del país. 

Así, estableció que el hecho de que el artículo 133 constitucional no se 

hubiera modificado a partir de la reforma al dispositivo 1°, implicaba que el 

principio de supremacía constitucional no había sido modificado, lo cual 

tornaba imposible el planteamiento de la inconvencionalidad de un artículo 

Constitucional, pues los tratados internacionales encontraban su origen y 

validez, precisamente, en la Constitución.  

Sobre esas bases, la Segunda Sala emitió la jurisprudencia 2a./J. 3/2014  
(10a.), de rubro: “CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD. NO PUEDE 
REALIZARSE  RESPECTO  DE  LOS  PRECEPTOS  DE 
 LA  
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, 

sustentó que los preceptos de la propia Constitución Federal no pueden ser 

sometidos a un análisis de regularidad constitucional. 

Además, indicó que aun cuando se aceptara que la Constitución, en sentido 

lato, era una ley, una norma general, no era posible, desde el punto de vista 

formal, considerar que la propia Constitución Federal violara derechos 

humanos, pues ello implicaría que la Norma Fundamental no era tal, en la 

medida en que el sistema de control constitucional que establecía era capaz 

de invalidar su propio contenido, aunado a que no era jurídicamente 

 
5 Por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita 

Beatriz Luna Ramos, Luis María Aguilar Morales y Sergio A. Valls Hernández, Presidente de 

esta Segunda Sala.  



 

 

admisible desarticular la interdependencia de las normas constitucionales, 

negando el principio de unidad de la Constitución.  

En consecuencia, determinó que la Ley Fundamental no podía someterse a 

escrutinio constitucional, ni a través del juicio de garantías ni al realizar un 

control difuso de constitucionalidad a través de alguno de los recursos 

establecidos en la Ley de Amparo, pues las normas que componían la 

Constitución Federal constituían la fuente de todo el ordenamiento jurídico 

y debían considerarse como mandatos inmunes a cualquier tipo de control 

jurisdiccional.  

Posteriormente, la Segunda Sala al resolver el amparo directo en revisión 

4267/20136 , respecto de un asunto en el que se pretendió reclamar la 

inconstitucionalidad de la prohibición absoluta de reincorporar a los 

elementos de seguridad a su corporación o instituto policiaco, prevista en el 

artículo 123, apartado B, fracción XIII, en la medida en que resultaba 

incongruente con el contenido de los artículos 1, 5, 14, 16 y 17, 

constitucionales, fue contundente en sostener que la acción de amparo era 

improcedente en términos del artículo 61, fracción I, de la Ley de Amparo, 

vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, que indica: 

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: 

I. Contra adiciones o reformas a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; (…)” 

Lo anterior, porque dicho precepto claramente establece la improcedencia 

del juicio de amparo contra adiciones o reformas a la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y, como en el caso lo que se pretendía 

impugnar era la reforma a la Constitución de dieciocho de junio de dos mil 

ocho, que culminó con la prohibición absoluta en sede constitucional de 

reincorporar a los elementos de seguridad pública a la corporación policiaca 

respectiva, debían declararse inoperantes los argumentos hechos valer a 

ese respecto. 

Asimismo, reiteró, que tampoco podía invocarse la inconvencionalidad de la 

Constitución Federal a la luz de instrumentos internacionales, pues el Pleno 

de este Alto Tribunal determinó que los derechos humanos previstos en 

tratados internacionales de la materia, se encuentran al mismo nivel de los 

derechos reconocidos en la Constitución Federal, conformando en todo 

momento un mismo catálogo o cuerpo de derechos humanos, sin hacer 

referencia a una cuestión jerárquica; empero, cuando se estaba en 

presencia de un supuesto de restricción, excepción o limitación 

constitucional, inmediatamente debía prevalecer o tenía aplicación directa 

el texto constitucional, sin que sea posible emprender un ejercicio de 

armonización o de ponderación entre derechos humanos, pues la restricción 

constitucional era una condición infranqueable que no perdía su vigencia ni 

aplicación, el cual constituía un esbozo y una manifestación clara del 

Constituyente Permanente, que no era susceptible de revisión 

constitucional, al tratarse de una decisión soberana del Estado 

Mexicano. 

Así, conforme a la evolución que ha tenido el tema en estudio producto de 

la labor interpretativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación -a lo 

largo de distintas épocas-, conforme a lo cual se arribó a la convicción de 

que cuando lo que se pretende impugnar en amparo es la adición o reforma 

a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto del 

texto mismo de dicha reforma, esto es, en relación con su propio 

 
6 Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad 

de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Luis María Aguilar Morales. 

Ausente el señor Ministro Sergio A. Valls Hernández. 



 

 

contenido, se actualiza una causa manifiesta e indudable de improcedencia 

que da lugar a desechar de plano la demanda de amparo desde el auto 

inicial, en términos del artículo 61, fracción I, de la Ley de Amparo, en la 

medida en que sus preceptos no pueden ser sometidos a un análisis de 

regularidad constitucional a través del juicio de amparo, pues las normas 

que componen la Constitución General de la República constituyen la fuente 

de todo el ordenamiento jurídico y deben considerarse como mandatos 

inmunes a cualquier tipo de control jurisdiccional.  

Conforme a lo expuesto, es claro que la línea argumentativa de la 

Suprema Corte para establecer si un precepto de la Constitución puede 

ser sujeto a control constitucional, en su última modificación, esto es 

conforme a la vigencia actual de la Ley de Amparo, sólo se analizó sobre 

su contenido material, empero, en el caso lo que relama la parte 

quejosa, es el procedimiento que da inició a la creación de la reforma, 

aspecto que no fue abordado por la Corte en dicho criterio, donde incluso 

señaló: 

“30. En ese contexto, sobre las premisas anteriores, es posible afirmar que la 
litis en la presente contradicción de tesis debe centrarse en dilucidar la 
siguiente cuestión: En los juicios de amparo en los que se reclame el 
Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 75 y 127 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veinticuatro de agosto de dos mil nueve 
(respecto a su contenido material) ¿se actualiza una causa de 
improcedencia manifiesta e indudable que dé lugar a desechar de plano 
la demanda de amparo desde el auto inicial? 

31. Lo anterior, bajo la premisa de que lo reclamado en los juicios de 
amparo de donde derivan los criterios que dieron origen a la presente 
contradicción de tesis fue, particularmente, la reforma y adición a los artículos 
constitucionales ya señalados (respecto a su contenido material) y no su 
proceso legislativo de creación; aunado a que tampoco dicha cuestión 
fue materia de pronunciamiento discrepante por parte de todos los 
tribunales contendientes, pues de sus ejecutorias se advierte que solo uno 
de los órganos colegiados consideró tal circunstancia, empero, los restantes 
tribunales no hicieron pronunciamiento alguno a ese respecto, por lo que no 
sería jurídicamente factible que ello formara parte ni del punto de 
contradicción ni del estudio correspondiente; por tanto, se insiste, la base 
que sobre la que deberá estudiarse y resolverse la presente contradicción de 
tesis, es la definida en el punto de divergencia ya precisado.  

32. En efecto, pues si los presupuestos a considerar para la existencia 
de una contradicción de tesis y, sobre todo, para la delimitación de un punto 
jurídico concreto a dilucidar, es que los Tribunales Colegiados de Circuito 
hayan examinado cuestiones jurídicas esencialmente iguales y que dicho 
examen lo hayan realizado a partir de los mismos elementos; entonces, como 
en el presente caso el tema jurídico en común sobre el que los tribunales se 
pronunciaron de manera discrepante fue el relativo a la procedencia o 
improcedencia del juicio de amparo en contra del Decreto por el que se 
reforman y adicionan los artículos 75 y 127 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticuatro de agosto de dos mil nueve, particularmente, respecto a su 
contenido material, y no por virtud de los vicios del procedimiento 
legislativo que precedió a su emisión; luego, es claro que la materia de 
la contradicción únicamente debe circunscribirse a  aquél tema.”   



 

 

Ahora, el artículo 135 de la Constitución Federal establece:   

“Artículo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o 
reformada. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte 
de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto 
de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden 
las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la 
mayoría de las legislaturas de los Estados y de la Ciudad de 
México. 

El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso, 
harán el cómputo de los votos de las Legislaturas y la declaración 
de haber sido aprobadas las adiciones o reformas.” 

Como se puede advertir, el Constituyente depositó en el  

Congreso de la Unión, es decir, en sus dos Cámaras o en la Comisión 

Permanente, la declaración de la reforma Constitucional y le impuso la 

obligación de sancionarla con el carácter de órgano límite, esto es, 

estableció que la potestad (función) soberana de reforma constitucional 

no estaría a cargo de ninguno de los tres Poderes tradicionales 

(Legislativo, Ejecutivo y Judicial), sino que correspondería al Congreso 

de la Unión, a las Legislaturas de los  

Estados y a la Ciudad de México, formando así una complementariedad 

orgánica indisoluble entre ellos para el ejercicio de esa función.  

La concurrencia del Congreso de la Unión y las Legislaturas, 

constituye un órgano integrado previsto en el artículo 135 Constitucional, 

siendo el único que mediante el desempeño de su capacidad normativa 

y mediante reformas o adiciones a la Constitución, puede suprimir, 

reformar, adicionar o matizar las atribuciones y las funciones estatales 

y, por ende, también las estructuras y la distribución de competencias 

determinada por el Poder Constituyente Originario para los otros 

poderes y órganos del Estado, incluyendo los de los órdenes locales y 

municipales. Inclusive, puede crear órganos fuera de la esfera de los 

tres Poderes que realizan funciones, originalmente de la competencia 

de éstos, de manera autónoma (órganos constitucionales autónomos).  

Esa supremacía es la que impide que la Constitución sea juzgada 

a la luz de la propia Constitución, pues es esa cualidad que tiene de ser 

piedra angular del resto del sistema jurídico, justo, donde se encuentra 

un gran obstáculo que impide la procedencia del juicio de amparo contra 

el contenido normativo de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 



 

 

De ahí que la suspensión sea procedente atento al peligro en la 

demora, pues en el momento que se encuentra el proceso legislativo, 

esto es ante el proyecto de iniciativa de reforma constitucional que 

quedó en resguardo, es factible suspender el acto reclamado para 

analizarlo, a la luz de las inconformidades de los quejosos, la legalidad 

de las modificaciones propuestas al no haberse materializado. 

En efecto, en el caso, no es factible considerar que la afectación a 

los quejosos se dará cuando culmine el procedimiento de reforma, pues 

precisamente una vez que el proyecto es discutido, votado y aprobado 

por el Poder Constituyente y a su vez refrendado por el Poder Reformador 

para ser sancionado y publicado, es claro que el juicio de control 

constitucional no sería procedente y dejaría en completo estado de 

indefensión a los quejosos a quienes se propone destituir de sus cargos 

sin derecho de audiencia y sin que se establezcan las condiciones de una 

eventual indemnización. 

En suma, si uno de los argumentos de inconformidad se generan 

sobre la base de que la anterior legislatura no puede aprobar una 

iniciativa de reforma Constitucional para que una nueva composición de 

la legislatura la apruebe, es claro que la suspensión resulta procedente, 

en estos momentos, donde el nuevo Poder Constituyente aun no recibe 

la iniciativa materia de la controversia. 

Lo anterior, se sustenta además, en el criterio de la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la jurisprudencia 

2ª/J.49/2016 (10ª), de rubro:  

“PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DE CARGO DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS AL SISTEMA DE CARRERA  

MINISTERIAL, POLICIAL Y PERICIAL, CONTRA EL ACUERDO DE  
INICIO PROCEDE EL JUCIO DE AMPARO INDIRECTO, CONFORME AL  

ARTÍCULO 107, FRACCIÓN III, INCISO B).” 

En el cual estableció que los referidos servidores públicos al no 

tener estabilidad en el empleo, cuando fueran sujetos a un procedimiento 

de responsabilidad que pudiera dar lugar a su cese, estaban 

legitimados para promover el juicio de amparo desde el inicio del 

procedimiento, porque de emitirse la resolución de conclusión del 

encargo, aún cuando se determinara que existieron violaciones 

procesales o vicios de fondo, no sería factible restituirlos en su empleo, 



 

 

cargo o comisión, con lo que se buscó proteger en cierta forma su 

permanencia en el empleo. 

En tal sentido, si a los quejosos se les pretende cesar de sus 

cargos de Jueces federales sin derecho de audiencia y sin derecho 

a indemnización alguna, bastando para ello reformar el texto de la 

Constitución, es claro que la suspensión debe otorgarse para efecto de 

que el acto que reclaman no se formalice en la norma suprema, pues de 

hacerse seria inatacable. 

Lo anterior, debido a que de negarse la suspensión, al momento 

de materializarse la reforma constitucional y cumplidos los plazos de la 

misma, los peticionarios quedarían en estado de indefensión si 

eventualmente fueran separados de sus cargos, además de que sería 

imposible restituirlos en el goce de sus derechos. 

Sobre esas bases, los efectos de la suspensión de oficio 

concedida son, para que:  

- No surta efectos para los quejosos, el proyecto de dictamen relativo a 
la iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la 
Constitución Federal, en particular los artículos 17, 20, 76, 89, 94, 95, 96, 
97, 98, 99, 100, 101, 105, 107, 110, 111, 113, 116 y 122, discutido y 
aprobado el veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, por la Comisión 
de Puntos Constitucionales. 

- Lo cual implica que dicho proyecto en particular no podrá ser discutido 
y votado por la Cámara de Diputados de la nueva legislatura. 

VIII. Requerimiento informe suspensión. 

Se requiere a las autoridades responsables para que informen 

a este juzgado en el término de veinticuatro horas, sobre el 

cumplimiento dado a la suspensión, en el entendido que alegar 

cuestiones o trámites administrativas, se considera una evasiva. 

Las autoridades responsables deberán informar a este 

Juzgado de inmediato, el cumplimiento que hayan dado a la 

suspensión decretada, apercibidas de que si al rendir su informe 

correspondiente afirma hechos falsos, en todo o en parte, podrán 

ser sancionadas en términos del Código Penal Federal, ello acorde 

con lo dispuesto en el artículos 262 de la ley de la materia. 



 

 

Hágase saber a las autoridades responsables que la violación 

de esta medida suspensional entraña la comisión de un delito 

equiparable al de abuso de autoridad conforme con lo que dispone el 

artículo 266, fracción I, de la Ley de Amparo, por lo que de consumarse 

o seguirse ejecutando el acto que se reclama, de inmediato se dará vista 

a la Agente del Ministerio Público de la Federación adscrita para los 

efectos a que haya lugar. 

IX. Domicilio procesal. 

Toda vez que, la parte quejosa señaló como domicilio procesal el 

ubicado en Alta Tensión número 27, Colonia Campo, en Zazacatla, en 

Xochitepec, Morelos, esto es, en las instalaciones del Centro de Justicia 

Penal Federal en el Estado de Morelos, el cual, se encuentra fuera de la 

zona conurbada de este Juzgado de Distrito; por lo que, fundamento en 

el arábigo 27, fracción III, inciso a), de la Ley de la Materia, se tiene como 

domicilio de la parte quejosa para oír y recibir notificaciones las listas que 

se fijan en lugar visible de este Juzgado de Distrito. 

No obstante lo anterior, se ordena notificar por única ocasión en 

el domicilio señalado el presente acuerdo, toda vez que, al haberse 

realizado pronunciamiento respecto a una suspensión de plano, la cual, 

se trata de un asunto catalogado como urgente en términos de la circular 

16/2024 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. X. Del 

representante común. 

Con fundamento en el artículo 13 de la Ley de Amparo, este 

órgano de control constitucional tiene con el carácter de representante 

común a Perla Fabiola Estrada, toda vez que fue designada de manera 

expresa por los quejosos. 

XI. Notificaciones. 

Con fundamento en el artículo 21, párrafo tercero, de la Ley de la 

Materia, este órgano jurisdiccional habilita los días y horas inhábiles que 

sean necesarios, a efecto de practicar las notificaciones que se deriven 

de la tramitación del presente juicio de amparo.  

XII. Oposición a la publicación de sus datos personales.  

Toda vez que la parte quejosa solicita la oposición a sus datos 

personales, con fundamento en el artículo 3, fracción II de la Ley Federal 



 

 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se 

tiene a dicha parte procesal oponiéndose a la publicación de sus datos 

personales. 

En ese sentido, se instruye al Oficial Judicial “A”, a efecto de que 

se realice las gestiones necesarias para que se habilite la casilla de 

selección en el Sistema de Seguimiento de Expedientes en la opción que 

corresponde a la oposición de datos personales del citado accionante de 

amparo, con el fin de salvaguardar su identidad. 

Asimismo hágase del conocimiento de las autoridades 

responsables que los hoy quejosos se acogieron a su derecho de que 

sus datos personales no sean publicados y sean resguardados, por tanto 

deberán acatar dicha determinación y no publicar los datos sensibles y 

personales de los hoy quejosos.  

XIII. Se gira exhorto 

Por último, atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, y a que 

se otorgó la suspensión de oficio, a efecto de impedir que los actos se 

consumen sin que se pueda restituir a los quejosos es por eso que se 

solicita el auxilio y además con fundamento en los artículos 26 fracción I, 

inciso b), en relación al 27, fracción II y 116 segundo párrafo, de la Ley 

de Amparo, así como el 298 y 299 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles de aplicación supletoria a la ley de la materia; gírese atento 

exhorto vía electrónica a través del Sistema Integral de Seguimiento de 

Expedientes (SISE), Juicio en Línea o interconexión, al  

Juzgado de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de 

México, en turno. 

Lo anterior, a fin de que en auxilio de las labores de este Juzgado 

y de la Justicia Federal, comisione a cualquiera de sus actuarios judiciales 

de su adscripción, para que se constituya en las residencias oficiales de 

las autoridades responsables Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, por conducto del Secretario de Gobernación y Comisión 

de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión y notifique los oficios derivados de la presente 

determinación. 



 

 

Lo anterior, para lograr un efectivo cumplimiento de la 

suspensión provisional, atento a que los medios oficiales para notificar 

no son lo suficientemente rápidos para la necesidad de esta medida. 

Por lo anterior, el actuario judicial del Juzgado de Distrito 

exhortado deberá:  

1. Entregar los oficios dirigidos a las autoridades responsables.  

2. Hacer saber a la autoridad responsable que tiene la obligación de recibir 

el oficio respectivo aun cuando su denominación no sea la actual pero 

lleve a cabo la función de autoridad que señala la parte quejosa; en el 

entendido que de negarse a recibir el oficio de referencia, con fundamento 

en el artículo 245 de la Ley de Amparo, se hará acreedora a una multa de 

100 (cien) Unidades de Medida y Actualización, la que se deduce en los 

mismos términos de lo decretado en párrafos que anteceden.  

Inclusive, se faculta al actuario de la autoridad exhortada, para 

testar en caso de error de la designación de la autoridad responsable a 

quien va dirigido y subsanarlo con el nombre correcto de la dependencia, 

lo anterior, para no incurrir en dilaciones innecesarias, atendiendo a la 

naturaleza del presente juicio.  

En términos del artículo 21 Ley de Amparo, se habilitan los días y 

horas inhábiles para que el actuario adscrito a ese Juzgado pueda 

realizar las diligencias inherentes a sus funciones, cuando exista causa 

urgente que lo exija, debiendo hacerlo constar en el acta que se levante 

para tal efecto.  

Realizado lo anterior, devuelva las constancias inherentes a la 

mayor brevedad posible, dentro de sus posibilidades. 

Notifíquese; y personalmente con supresión de datos. 

Así lo acordó y firma Martha Eugenia Magaña López, Jueza 

Quinto de Distrito en el Estado de Morelos, con residencia en 

Cuernavaca, funcionaria de carrera judicial, que actúa estando en 

protesta, por los inminentes ataques a la independencia judicial, ante 

Rodolfo Andrés Martínez Hidalgo, Secretario de Juzgado, funcionario 

de carrera judicial que actúa estando en paro, por los ataques derivados 

de la reforma al Poder Judicial Federal, quien autoriza y da fe. 


